Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión pasa a considerar la Carpeta N* 567/2011 relativa a la 
interrupción voluntaria del embarazo. 


SEÑOR SOLARI.- Antes de comenzar a tratar el articulado y las sugerencias que están contenidas en 
la Carpeta N* 567/2011, quería manifestarme en general con la esperanza de que este tema, que es 
tan polémico para toda la sociedad y tan difícil para muchos de nosotros, pudiera tener una solución 
más consensuada. 


Parto de la base de lo que imagino debe haber sido el diálogo entre el doctor Irureta Goyena 
y el arquitecto Terra Arocena en los años 1937 y 1938. Obviamente, el doctor Irureta Goyena como 
redactor del Código Penal no deseaba que el aborto fuera clasificado como un delito, porque no quería 
que las consecuencias de esa clasificación pesaran doblemente sobre una mujer o una pareja - 
particularmente sobre una mujer- que había tenido que tomar una decisión tan difícil. Imagino también 
que a Terra Arocena, un hombre de filiación cristiana, convencido de la importancia de la moralidad de 
las cosas y de los actos, no le importaba tanto que la gente fuera detenida sino más bien la visión 
social del acto y, por lo tanto, insistía en que eso fuera clasificado como un delito. Creo que es un 
homenaje a la inteligencia de ambas personas el haber podido adaptar su pensamiento para buscar el 
punto medio donde se encontraron; un punto medio en el que Irureta Goyena dijo “muy bien, yo admito 
que todas estas situaciones sean clasificadas como delito, pero tú me admites a mí que en estas y 
aquellas circunstancias la persona que lo comete queda eximida de la responsabilidad inherente a ese 
delito”. 


Interiormente siento -lo digo con total humildad- que no tengo la capacidad que tuvieron esos 
hombres de la Patria para intentar formular un compromiso, una transacción que llegue a esos 
términos que durante tantos años le ha servido al país, ya que ha podido transitar por ese camino. 


En cuanto a los puntos de encuentro que podríamos lograr, parto de la base de que en primer 
lugar ninguno de los integrantes de la Comisión tiene por objetivo promover el aborto, ya sea como 
método de planificación familiar, como método de defensa de la salud de alguien ni nada por el estilo. 
Entiendo que tenemos un acuerdo en cuanto a que el aborto no es un bien deseable; parto de esa 
base y de mi posición personal -que todos conocen porque la he hecho pública- en cuanto a que no 
tengo la más mínima duda de que desde la concepción existe un nuevo ser humano único, 
determinado por su ADN diploide -como dijo el señor Senador Agazzi al final de la sesión pasada- y por 
sus circunstancias particulares, porque no solo se trata de la carga genética sino también de las 
circunstancias de ese útero en el cual crece, de las dificultades de alimentación o de crecimiento y 
desarrollo espiritual, psicológico, emocional o social que hace a ese ser. Como decía, partiendo de la 
base de que no se trata de un bien deseable y también de que es un ser humano único cuya vida y 
circunstancias deben ser protegidas y respetadas al máximo posible por el resto de la sociedad, 
empiezo a diferenciar distintas situaciones en las que la interrupción del embarazo es un mal grave 
desde el punto de vista social. Imaginemos una interrupción del embarazo que se realiza 
exclusivamente por la comodidad de la pareja que así lo decide, sin ninguna otra consideración, valor, 
trascendencia ni reflexión. Podemos imaginar también situaciones que están en el otro extremo donde, 
por ejemplo, la única opción que le queda a la pareja es realizar la interrupción del embarazo porque 
está en juego la vida de la madre o por alguna otra razón de muchísimo peso. 


Creo que si ese es el bien y estamos hablando de un ser único que tiene que ser protegido, 
habrá que empezar a distinguir las diversas situaciones que se dan en la realidad. 


Anteayer leí un estudio del BID -que creo es de octubre de este año- en el que se argumenta y 
demuestra con cifras cómo algunas adolescentes se embarazan para dejar de estudiar, lo cual habla 
de las enormes variabilidades y circunstancias que podemos tener alrededor de esto. Es decir que 
indirectamente, a través de un sistema educativo malo, podemos estar fomentando embarazos en los 
que el producto de esa gestación va a sufrir las peores de las consecuencias: tener padres que no 
están preparados y vivir en un medio social, económico y cultural no aptos para su pleno desarrollo. 


Por otro lado, a través de este proyecto de ley -digo esto con el mayor de los respetos hacia 
sus autores- se está liberalizando una conducta que a mi juicio es grave porque comprende a dos 
integrantes que no fueron contemplados: el varón que intervino en la gestación, ni tampoco el producto 
de ella, que no tiene manera de defenderse. 


¿A qué estoy apuntando? A que haríamos bien en reflexionar sobre la graduación entre la 
interrupción del embarazo como única opción o como libre ejercicio de la voluntad personal. Para mí, lo 
primero no constituye ni siquiera una falta y lo último se acerca mucho más a un delito. Entonces, creo 
que hay que tratar de encontrar una solución más inteligente que la de simplemente decir sí o no, o 
contar cuántos son de un lado y cuántos del otro. Esto se haría teniendo en cuenta una clasificación 
fundamentalmente basada en las faltas y no en los delitos, un régimen compensatorio de esa falta que 
se apoye en el trabajo comunitario para la prevención de los embarazos no deseados, para la adopción 
y cuidado de los recién nacidos no deseados o que no tienen familia. La idea es hallar una solución tal 
que lleve a nuestros nietos y bisnietos a decir -como acabo de hacerlo yo aludiendo al doctor Irureta 
Goyena y al arquitecto Terra Arocena-: “Pensaron y trataron de encontrar una solución que era la 
mejor posible en ese momento para la sociedad”. 


Ese era el planteo que deseaba hacer ante la Comisión. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que todos estamos contestes en que el espíritu es discutir este tema para 
generar un nuevo consenso parlamentario que se refleje en una norma garantista, de forma tal de 
avanzar en lo que ha ocurrido durante más de 70 años. 


La aspiración no nos debe confundir al pretender resultados difíciles de lograr, porque todos 
queremos que esto sea un debate lo más amplio, profundo y respetuoso posible y no un maniqueísmo 
en el que están los buenos y los malos, en que las cosas son blancas o negras; existe la necesidad de 
avanzar en algunos temas sobre los que me siento satisfecha por haber sido testigo durante todo este 
tiempo. Quiero recordar que sobre estos temas comenzamos a discutir -me parece que es bueno 
decirlo- desde la reapertura democrática hasta el presente, con iniciativas de personas pertenecientes 
a todas las colectividades políticas: unos las escribieron, otros las firmaron y otros las votaron. Al 
principio no corrían otra suerte que no fuera en el fondo del cajón, pero en la Legislatura anterior 
pasamos a tener un proyecto integral, algunos de cuyos capítulos fueron votados por la unanimidad de 
los integrantes del Senado. 


Eso muestra que ha habido una evolución importante al reconocer que hay aspectos de la 
sexualidad y de la reproducción sobre los que no se puede seguir pensando que podemos vivir sin 
cambios. Por eso, respetando los valores -y en los valores seguramente tengamos diferencias- la 
norma debe ajustarse a esos cambios. 


Es muy frecuente que en determinadas circunstancias se nos caracterice como de 
antivalores a quienes estamos bregando por la despenalización del aborto. Y creo que nada más lejos 
de eso; de lo que se trata es del respeto a la dignidad y a la autonomía de la mujer, a terminar con 
debates anacrónicos sobre los que existe una tutela permanente sobre la mujer, hasta el punto de que 
no tiene capacidad para resolver por sí misma, pero sí la tiene un profesional de la salud o del 
Derecho. Creo que estamos discutiendo sobre esos parámetros, donde digo que no estoy de acuerdo 
con que la ley de 1938 haya servido al país. ¡Nada más lejos! Y eso no pone en duda el espíritu que 
tuvieron los Legisladores en su momento. Esa ley fue votada -y todos hemos leído los diarios de 
sesiones de la época- para disminuir el número de abortos -práctica muy común a lo largo y ancho de 
nuestra historia como nación- pero no consiguió hacerlo. 


Quienes además de estar en la política hemos tenido como profesión la medicina sabemos 
muy bien que durante décadas el aborto ha sido un método de anticoncepción más en nuestro país; y a 
eso creo que todos nos oponemos radicalmente. 


¿Cuándo empieza a cambiar la situación? Cuando hay avances científicos adoptados por las 
mujeres, tales como la píldora anticonceptiva y otros procedimientos. En este sentido, hay sectores de 
la sociedad que se vieron fuertemente influenciados por tener determinadas concepciones religiosas. Al 


día de hoy, la Iglesia Católica no acepta la realización de procedimientos de anticoncepción, en un 
mundo que ha tenido como pandemia el VIH sida, aunque ahora se venga controlando de mejor forma. 


Comparto la caracterización que hacía el padre Pérez Aguirre -“Perico”- sobre la ley de 1938: 
la calificaba de ineficaz, injusta y discriminatoria. Ineficaz en el sentido de que no cumplió con el 
objetivo para el que fue votada, porque no disminuyó el número; injusta porque penalizaba a la mujer 
en los peores momentos de su historia vital, esto es, cuando decide que no puede proseguir un 
embarazo, y discriminatoria -hay que tener en cuenta que es necesario cometer un acto de violencia, 
un delito- porque la mujer que tiene acceso a un servicio con garantías sanitarias sobrelleva un poco 
mejor la situación que aquella pobre que termina, en pleno siglo XXl, como la chica de la que hemos 
leído hace relativamente pocos meses. Me refiero al caso de una muchacha de dieciocho años recién 
cumplidos, en pareja estable con un varón joven, con un bebé. Ambos decidieron, de común acuerdo, 
no proseguir con el embarazo y, a pesar de que la asesoraron, no tuvo acceso a lo que podría haberle 
garantizado una interrupción segura del embarazo. Ella terminó siendo víctima de un procedimiento 
que la llevó a no tener capacidad reproductiva por el resto de su vida. No murió porque, por suerte, 
todo eso en lo que hemos trabajado ha dado como resultado que hoy, en general, los equipos de salud 
asesoren adecuadamente a las mujeres. 


En los últimos dos años no se han registrado muertes; sí se registra una morbilidad 
importante. 


Quiero decir que hago los mayores esfuerzos por lograr un consenso, pero creo que se llega a 
un punto en el que tenemos concepciones diferentes. No me voy a poner a discutir con los colegas si 
hay contraposición de derechos. Por supuesto que la hay. Ahora bien, el derecho que prima es el de la 
mujer; de eso no hay dudas. Por eso, quienes somos profesionales de la salud, cuando los avances 
científicos no permitían salvar al producto de la concepción, dolorosamente teníamos que optar. A 
veces la mujer no tenía ninguna intención de interrumpir su embarazo, pero frente a determinadas 
circunstancias, había que salvar su vida. La ley no cambió, pero el mandato ético de los profesionales 
de la salud era que debíamos elegir y lo hacíamos por la vía de la mujer. Por tanto, dejo de lado todas 
las acusaciones de asesinatos, de interrupciones de la vida, porque esta no es una circunstancia de 
frivolidad de la mujer. Entonces, pido que tengamos -como hemos tenido- respeto y madurez para 
enfrentar estos temas de forma que sirva a la sociedad. Creo que el mejor consenso para la gente se 
logra dando igual protección a la mujer que está contenta de traer un hijo al mundo porque es un hijo 
querido, que a la mujer que con adversidades decide afrontarlas y pasar su embarazo, tener su parto y 
criarlo satisfactoriamente, y también a aquella mujer que por una serie de circunstancias no puede 
proseguir con su embarazo, decide con dolor interrumpirlo y a la que no podemos dejar desamparada. 
Entiendo que hay que lograr que esa norma sea concebida como una norma de protección y garantía 
para una mujer que tiene iguales derechos que la otra. Nuestra labor es hacer que la ciudadanía nos 
juzgue con los mecanismos que constitucionalmente tiene conferidos: recurrir total o parcialmente 
cualquier norma legal. 


Por eso me parece que podríamos ir haciendo una votación, tal vez tentativa, mientras llegan 
otros aportes que han quedado pendientes, y con el mismo respeto con que ha planteado el señor 
Senador Solari su posición, quería también hacer esta reflexión. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Quisiera preguntar cuál es la prospectiva en cuanto al trabajo a 
realizar con este proyecto de ley. Supongo que no es para este Período de la Legislatura que se piensa 
llegar a votarlo. Justamente, quería preguntar a los Senadores de la mayoría si esa es la intención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La intención es empezar a tratar el proyecto y si es posible terminarlo en 
Comisión. Si los tiempos dan y hay decisión política, la idea es llevarlo al Plenario antes de fin de año. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Entonces, eso nos va a obligar a realizar un trabajo muy ajustado; hoy 
es martes 13 y solo quedan dos días del Período legislativo, además de lo que podamos trabajar hasta 
el día 22 o 23. Parecería, pues, que no nos va a dar el tiempo. 


De todas maneras, quiero adelantar que voy a votar en forma negativa el proyecto, pero 
como las razones que me llevan a tomar esa decisión son de mucha profundidad, prefiero decirlas una 
sola vez en el Plenario, lo cual no quita que esté escuchando con atención y respeto a todos los 
compañeros. Me gustaría saber si la voluntad política, que no sé de dónde nace aunque supongo que 
es del Frente Amplio, es hacer la votación antes de fin de año, porque no se trata de un tema sobre el 
que pueda improvisar, tengo que leer y exponer de forma que quede muy claro lo que siento, pienso y 
creo. Repito que me gustaría saber eso porque no se trata de los mejores momentos para realizar 
trabajos profundos. 


SEÑORA MOREIRA.- Quizás este es el momento de las fundamentaciones generales, más allá de que 
el señor Senador Lacalle manifestaba que iba a hacer lo propio en el Plenario. Creo que esta Comisión 
y las delegaciones que nos visitaron hicieron un trabajo muy concienzudo sobre cada uno de los 
artículos del proyecto. Es así que logramos tener este comparativo que me parece muy bueno y 
adecuado como procedimiento para ver las lagunas o vacíos legales y médicos, aunque 
fundamentalmente me refiero a los legales, más allá de los filosóficos. 


Este es un proyecto bastante extenso y complejo; por lo tanto, la idea es que podamos 
empezar a trabajar en esta sesión con los quince artículos y con el comparativo a la vista. 


Recuerdo que hemos invitado a los catedráticos de Derecho Penal, concretamente, al doctor 
Langón, Grado 5 de la Cátedra de Derecho Penal de la Universidad de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha cursado la invitación, pero aún no ha contestado. También hemos 
invitado al Colegio de Abogados y estamos esperando su respuesta. 


SEÑORA MOREIRA.- Mi propuesta, como ya lo expresé, es comenzar a trabajar en esta sesión sobre 
el articulado. 


Respecto a la voluntad política debo decir que queremos terminar la consideración de esta 
iniciativa habida cuenta de que tenemos esta sesión y que podemos tener otra extraordinaria para 
votar el articulado. De esa forma, si los plazos dieran, pasaríamos a la votación en el Senado, siempre 
y cuando tengamos el tiempo de votación razonable, racional y fundada que creo esta Comisión se 
merece. 


SEÑOR AGAZ2ZI.- Por todo lo que hemos oído, exceptuando los invitados que vendrán con un enfoque 
jurídico, hay una diversidad de opiniones que arrancan desde puntos de vistas diferentes. 


Este es un proyecto de ley muy particular respecto al que mucha gente tiene una posición - 
incluso antes de razonarlo- basada en convicciones legítimas que no precisan otra explicación más que 
su creencia. Esas cosas no son discutibles; las acepto como pretendo que acepten las mías. Estamos 
hablando de temas relacionados con la vida, que son muy importantes y que ocupan un lugar 
preponderante en el debate político, sobre todo porque tienen que ver con la conducta de nosotros 
mismos que somos quienes vamos a decidir. 


Quería hacer estas puntualizaciones porque respeto las diferentes posturas y no tengo 
ninguna idea previa que condicione mi posición en relación a esta iniciativa. Luego de escuchar a todas 
las delegaciones, creo que lo único que hace este proyecto de ley respecto a la interrupción voluntaria 
del embarazo es quitarle el carácter de delito; hoy esa interrupción se produce con el rótulo de 
considerar delincuente a quien lo haga. Por otro lado, la ley expresa que está permitido en ciertas 
circunstancias y que requiere un conocimiento explícito. Creo que algunos de los que se oponen a que 
esto pueda ser un derecho pretenden imponer a una mujer embarazada una conducta que ellos 
piensan que es la mejor, pero no les interesa saber qué es lo que ella piensa. Ese caso está más 
relacionado con el concepto de imposición en función de lo que piensa quien emite el juicio que con 
una actitud de tener en cuenta lo que piensa quien está en el centro de esta circunstancia. 


Observo que lo que hoy sucede es que las madres que desean interrumpir su embarazo, con 
toda la diversidad de situaciones que se dan en nuestra sociedad, están sometidas a una represión y 


no pueden hacerlo, por la fuerza de la ley. Además, hay que tener en cuenta que eso no disminuye los 
abortos. Al decir esto no me baso en estadísticas sino en lo que conozco del problema. Hay una 
industria montada para hacer plata con esto, con el dolor ajeno, pero no es eso lo que guía mi 
razonamiento a la hora de decidir qué es lo mejor para el país. A esa gente habría que reprimirla; 
tendría que hacerlo la Policía, la DGl o no sé quién. Aclaro que no estoy pensando en una ley para 
saldar la situación de esa gente que se beneficia de esta manera, sino en un tema sustantivo como el 
de la reproducción de nuestra sociedad. En lo personal, tengo el concepto de que la reproducción es 
un derecho y no una obligación; eso es así en todas las especies y mucho más en los seres 
inteligentes como nosotros. 


Este es un tema importante y delicado y todavía nos resta recibir a alguna delegación; 
personalmente no tengo la intención de que esto salga a marcha camión y tampoco creo conveniente 
que, por la vía de nuestra inoperancia, lo estemos dilatando. Sí confío en que podamos aplicar toda la 
racionalidad posible porque creo que cualquiera de nosotros después va a recordar las discusiones 
que mantuvimos en este ámbito y lo que decidimos; debemos tratar de trabajar con la mayor armonía 
posible a fin de que sea útil para nuestra sociedad. 


Formulo estas reflexiones generales al comienzo del tratamiento del tema y agrego que me 
parece una pena que quienes van a colaborar con nosotros brindándonos su visión jurídica no hayan 
podido venir, porque su aporte es importante, sobre todo para los que no sabemos mucho de aspectos 
jurídicos. Sí hemos abordado la parte biológica, bioética y psicológica del asunto con el aporte de 
opiniones calificadas, pero como se trata de una ley que tiene otras como historia, que se discutieron 
en otro momento y que tuvieron otras intenciones, me parece que el enfoque jurídico es importante. 


No propongo nada concreto pero tenía la necesidad interior de formular estas expresiones 
en este ámbito en el que vamos a trabajar en conjunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un breve comentario inicial. 


No tengo ninguna duda de que en mi vida parlamentaria, que comenzó en el año 1994, me 
han tocado múltiples instancias de discusión legislativa. Ahora bien, en este período se me ha dado la 
circunstancia de participar en tres oportunidades en la discusión de este proyecto de ley, claro está, 
con variantes. Sin duda alguna y por razones obvias, este es uno de los temas más difíciles de tratar; 
afecta a la vida en general y todos los temas que la afectan, tanto en su inicio como en su término, 
cuando se proyectan al ámbito legislativo obligan a enfrentar concepciones diferentes acerca de ella. 
Me refiero a concepciones firmes, pues nadie debe creer que el pensamiento del otro es equivocado y 
el nuestro es el verdadero. Nos hemos movido en ese escenario porque hemos tenido que participar en 
tres procesos legislativos a este respecto. Primero se presentó un proyecto de ley que fue votado por la 
Cámara de Representantes y que luego el Senado no tuvo tiempo de estudiar; después se presentó 
otra iniciativa sobre salud sexual y reproductiva que terminó con un veto presidencial pero de la que se 
rescató una parte importante, y ahora estamos estudiando un tercer proyecto de ley. Asimismo, hemos 
participado en proyectos que tienen que ver con el término de la vida. Fuimos autores de la iniciativa 
sobre derechos del paciente terminal, que también se introduce en temas vinculados a procedimientos 
que de alguna manera puedan ayudar en el tema y que pueden dar lugar a una verdadera discusión. 
Con esto quiero decir que a veces en la tarea de Legislador hay cosas que aun siendo difíciles, 
reconfortan. Entonces, desde el punto de vista legislativo, es bueno que podamos discutir esta clase de 
temas. 


Asimismo, creo que tenemos decisión tomada -salvo el señor Senador Agazzi que aún no la 
tendría- sobre el tema. Ante esa convicción pienso -al igual que el señor Senador Lacalle Herrera- que 
la instancia de discusión y de exposición de nuestras ideas al respecto debería darse en el debate final: 
cuando llevemos el proyecto de ley al Plenario -es decisión política que lo votemos primero en 
Comisión- donde quedará registrada la opinión de cada uno de los señores Senadores en la versión 
taquigráfica. 


En ese sentido, me parece que debe existir cierto pragmatismo que pasa por la idea que 
manejaba la señora Senadora Moreira de analizar cada uno de los artículos del proyecto de ley a los 
efectos de ver si podemos adelantar, quizás sin ir a marcha camión, pero sí con el pragmatismo 


necesario para que los tiempos no se extiendan más de lo debido. Cuando se discute un articulado 
puede pasar que en cada uno de los artículos se exponga la concepción general que se tiene sobre el 
tema o puede suceder que hagamos buenos aportes sobre las disposiciones. Si lo hacemos desde el 
punto de vista de que estamos en contra, sobre cada artículo habrá un debate conceptual muy grande 
sobre el tema en general y allí nos vamos a ir empantanando. Pero si somos prácticos y pragmáticos 
en cuanto a saber cuál es nuestro objetivo y qué vamos a votar al respecto, lograremos ir avanzando 
dentro de los tiempos adecuados a los efectos de lograr que este proyecto de ley se pueda votar. 


En ese sentido estoy proponiendo a los señores Senadores -si es que no opinan lo contrario- 
comenzar el análisis de este proyecto de ley con su artículo 1*. 


SEÑOR SOLARI.- Antes de comenzar la discusión de cada uno de los artículos, quiero dejar tres 
constancias. 


En primer lugar, tengo una discrepancia amistosa -pero discrepancia al fin- con lo 
manifestado por el señor Senador Agazzi. Este proyecto de ley no solo suprime un delito, sino que 
transforma en un derecho una conducta considerada delito, que es algo muy distinto. En ese sentido, 
mi propuesta era estudiar la sustitución de esto por una falta; acá se crea un derecho unilateral, 
personal, amparado por el Estado. Es decir que se trata de una diferencia sustancial con la de 
simplemente suprimir un delito. 


En segundo término, me preocupa enormemente la exclusión total del varón progenitor. A mi 
juicio, en este proyecto de ley -puedo estar equivocado- hay una señal muy equivocada, cuando lo que 
se quiere es promover paternidades responsables. En este sentido, me parece que hay una 
contradicción muy fuerte independientemente de lo que se piense con respecto al fondo del tema. 


En tercer lugar, la ley de adopción y el Código de la Niñez y la Adolescencia prevén que la 
embarazada y la madre durante los primeros treinta días de vida de su hijo no pueda otorgar el 
consentimiento para la adopción. De aprobarse este proyecto de ley, la mujer embarazada puede 
interrumpir esa vida en gestación a raíz de una decisión que tendrá consecuencias mucho más graves 
que la de otorgar el bebé en adopción. Si decidiera seguir adelante y otorgarlo en adopción, no podría 
hacerlo, pero si opta por interrumpir el embarazo estará en condiciones de llevarlo a la práctica como 
un derecho. 


Adelanto que votaré negativamente este proyecto de ley, aunque tengo compañeros de 
Bancada que le darán su apoyo. En definitiva, se trata de cuáles son los mensajes que, como cuerpo 
legislativo y de gobierno, se da a la sociedad toda, que a mi juicio no son coincidentes. Todos 
quisiéramos que la sociedad fuera hacia un determinado lugar pero en este caso se dan mensajes 
donde parece estar bien ir para otro lado. 


SEÑORA MOREIRA.- Dado que en sesiones anteriores ya escuché la argumentación del señor 
Senador Solari, quiero aclarar que estamos removiendo el delito tipificado en el Código Penal que 
atañe personalmente a la mujer y a quienes practiquen el aborto con su consentimiento, según lo 
dispuesto por los artículos 325, 325 bis y 328. Al remover la legislación anterior nos referimos a los 
mismos sujetos. De acuerdo con lo establecido en el Código Penal, pues, la persona que es sujeto u 
objeto del derecho es la mujer y ahora nos focalizamos nuevamente en ella. Esa normativa tampoco 
penalizaba al cónyuge, pero nos referimos a los sujetos de derecho que estaban en la legislación 
anterior, que son los mismos a los que aludimos en este texto, manteniendo una cierta simetría con 
respecto a las disposiciones que queremos remover. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo el planteamiento hecho por el señor Senador Solari, pero creo que 
los tres puntos que señala caben en la instancia de discusión de cada uno de los artículos. Por 
ejemplo, el tema de los derechos de la mujer está comprendido en el artículo 1 del proyecto de ley, por 
lo que considero conveniente comenzar su tratamiento. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Si entendí bien, pasaríamos a votar el articulado, pero pregunto si 
cuando comparezcan los asesores jurídicos podremos rever lo ya votado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo haremos paralelamente. De cualquier manera, haremos consultas con 
respecto a los artículos que requieren asesoramiento jurídico puntual y, por tanto, los dejaremos 
pendientes. En ese sentido, la Secretaría me acota que se envió a los miembros de la Comisión un 
informe de la División Estudios Legislativos de la Cámara con respecto al tema jurídico-legal 
relacionado con la derogación. Eso constituye un adelanto de la opinión jurídica a ese respecto. 
Esperamos tener las otras el próximo martes, especificamente sobre las derogaciones. 


SEÑORA MOREIRA.- A los efectos del trámite que consulta el señor Senador Lacalle Herrera, quiero 
decir que en el artículo 15 -es decir al final del proyecto de ley- están contenidas todas las 
derogaciones de disposiciones del Código Penal. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Aclaro que no me refería solamente a la parte jurídica, sino también a 
la opinión de los catedráticos sobre el particular. 


SEÑORA MOREIRA.- También quiero señalar que si en el momento de recibir esas opiniones se 
considera necesario reconsiderar algún artículo ya votado, así lo haremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 19, del Capítulo |, Disposiciones Generales. 
(Se lee:) 


“Artículo 1% (Derecho de la mujer).- Toda mujer mayor de edad tiene derecho a decidir la 
interrupción voluntaria de su embarazo durante las primeras doce semanas del proceso gestacional. 


No se aplicará dicho plazo si el embarazo fuera producto de una violación, acreditada con 
denuncia judicial e intervención de médico forense”. 


-En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- En cuanto a la expresión “tiene derecho” quiero decir que hay un nudo fuerte de 
debate porque en definitiva esto consagra plenamente la autonomía de la mujer sobre su cuerpo, 
insisto, sin dejar de reconocer la existencia de una contraposición de derechos que está ínsito en este 
tema. 


Me parece que en el segundo inciso del artículo 1% cuando se señala “acreditada con denuncia 
judicial e intervención del médico forense” hay un problema de redacción porque en la acreditación de 
la denuncia judicial queda en manos del Juez hacer el trámite con el médico forense. Creo que estas 
últimas palabras están de más y que la frase debería terminar en “denuncia judicial”. Sé que quienes 
trabajan en estas áreas pidieron que se eliminara la expresión “denuncia judicial”, por una cuestión de 
revictimización de la mujer, pero me parece que es una garantía y que para que se acredite 
verdaderamente la situación de la violación no encuentro otra forma que esta, salvo que lo acredite el 
propio profesional médico dando constancia o fe de ello. Este es un caso muy particular donde las 
mujeres no consultan de inmediato porque siempre hay dificultades, no solo desde el punto de vista 
psicológico sino por otras circunstancias que rodean a la violación, y es que en general quienes son 
violadas lo son por parte de alguien de su entorno cercano. Lamentablemente esto lo vemos de 
manera bastante frecuente en los medios de comunicación: se trata de padres, padrastros, hermanos, 
hermanastros. Sin lugar a duda, esta situación dificulta el reconocimiento de la mujer de su condición 
de violada y, una vez que lo puede reconocer, es difícil -aunque muchas veces no ocurre- que acepte 
ese embarazo producto de la violación. Aclaré -y ahora lo vuelvo a repetir- que esta excepción fue 
planteada en el artículo 1? a pedido de familiares de chicos con capacidades diferentes, quienes me 
solicitaron que encontrara una ubicación en el resto del texto para el tema de la violación, de modo que 
no fuera junto con el de malformaciones o enfermedades de la mujer gestante. Este fue el motivo por el 
que incluimos este tema acá, aunque reconozco que puede ser discutible. 


En definitiva, quería advertir que después de la expresión “denuncia judicial” sería reiterativo 
mantener “e intervención de médico forense”, porque es el Juez el que lo decidirá en ese caso. 


SEÑOR SOLARI.- Adelanto que voy a votar negativamente este artículo, pero para contribuir con el 
trabajo que estamos haciendo en la Comisión, quiero hacer alguna propuesta. 


La Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública hizo una reflexión -que no llegó a ser 
una recomendación- en el sentido de que era conveniente utilizar el término “podrá decidir” en lugar de 
“tiene derecho”. Creo que es una recomendación atendible porque una cosa es plantear la posibilidad y 
otra establecer un derecho con todo lo que eso significa. 


Por otra parte, me parece que el lugar para involucrar a la pareja es este artículo 1*, por lo 
que sugeriría que una vez sustituido el nomen juris “Derecho de la mujer”, el texto del primer inciso 
dijera: “Toda mujer mayor de edad, con el asentimiento de su pareja, podrá decidir la interrupción 
voluntaria de su embarazo durante las primeras doce semanas del proceso gestacional”. Me parece 
que esta redacción da una señal correcta -como decía antes- y por otro lado tiene en cuenta la 
observación realizada por la Comisión de Bioética. Aclaro que aun con esta redacción tampoco voy a 
votar el artículo. 


Con respecto al segundo inciso estoy de acuerdo con que si se habla de la denuncia judicial 
no es necesario hacer referencia a la intervención del médico forense; me parece que eso complica las 
cosas. 


Lo cierto es que tal como está la redacción del primer inciso, no veo la necesidad de que en el 
caso de una violación el plazo sea ilimitado; no entiendo las razones, particularmente en un país donde 
el acceso a la atención médica es inmediato, universal, etcétera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Seguramente hay voluntad de votar el artículo tal como está y me 
parece que entre las expresiones “podrá decidir” y “tiene derecho” no hay matiz jurídico alguno. Todo lo 
que no está prohibido está permitido, por lo que es totalmente indiferente cómo se redacte desde el 
momento en que se ingresa en la soberanía de la decisión del individuo que, en la concepción liberal - 
en el sentido de libertad- es la que domina. Por ello insisto en que entre los términos “podrá decidir” y 
“tiene derecho” no veo matiz. 


SEÑORA MOREIRA.- Con respecto al tema de la violación y del médico forense quiero decir que el 
Ministerio de Salud Pública se manifestó contrario a pedir la certificación judicial de la violación en 
virtud de que en el resto del mundo ya no se exige. Dado que cuando el embarazo es producto de una 
violación no se aplica el párrafo del artículo 1%, sostuvimos la necesidad de mantener la garantía 
judicial aun eliminando -en ese sentido estoy de acuerdo con la señora Senadora Xavier- la 
intervención del médico forense. Debido a que se extinguía el plazo del primer inciso del artículo 1%, 
encontramos más adecuado mantener la denuncia judicial. 


Por otra parte, este artículo, que es el que sienta las bases para el proyecto, está guiado por 
el principio filosófico de la autonomía de la mujer para decidir; indica que ella puede decidir sobre su 
cuerpo con ciertas restricciones -que aparecen allí- y que no debe ser penalizada por esas decisiones. 


Aclaro que no estoy de acuerdo con la propuesta del señor Senador Solari acerca de que la 
autonomía esté condicionada al permiso o al acuerdo de la pareja. Además, quiero señalar que en un 
buen número de casos la pareja es inexistente, ausente o ni siquiera se tiene la posibilidad de 
consultarla. Insisto en que me parece que el postulado filosófico que guía este artículo 1? y buena parte 
del proyecto de ley es el de la autonomía de decisión. 


En cuanto a las expresiones “podrá decidir” y “tiene derecho” soy partidaria de mantener esta 
última porque aunque es verdad lo que afirma el señor Senador Lacalle Herrera acerca de que desde 
el punto de vista de una filosofía liberal del Derecho ambas redacciones son más o menos la misma 
cosa, desde el punto de vista de una filosofía afirmativa del Derecho no es lo mismo. Nosotros 
afirmamos el Derecho y no se trata simplemente de que pueda decidir porque la ley no lo prohíbe, sino 


que hacemos una afirmación explícita del Derecho. En consecuencia, mantendría la expresión “tiene 
derecho”. 


SEÑOR AGAZZI.- Considero que el artículo 1% del proyecto de ley es clave. A propósito, me he 
preguntado cuál es el sujeto de esta iniciativa que lleva por nombre “De la interrupción voluntaria del 
embarazo”. Aquí se pretende modificar una situación en la que no estaba permitida y sí penalizada la 
interrupción del embarazo. Por lo tanto, creo que el sujeto de este proyecto de ley no es la mujer, sino 
la interrupción voluntaria del embarazo. Pido excusas a las señoras Senadoras integrantes de la 
Comisión, pero para mí el nomen juris del artículo 1% no debería ser “Derecho de la mujer”, sino 
“Interrupción voluntaria del embarazo”. A mi juicio, este es el sujeto del proyecto de ley que tenemos a 
consideración. Todo esto es para modificar una situación a la que se llega como consecuencia de las 
prácticas que se utilizan en nuestro país sobre la posibilidad legal o no de interrumpir en forma 
voluntaria el embarazo. Se trata de establecer las causas, las consecuencias y las formas que adquiere 
la interrupción voluntaria del embarazo, sin perder de vista que los actores son los que hemos discutido 
y no los sujetos principales. No es mi intención tener una actitud despectiva aquí, porque quienes 
sufren las consecuencias más importantes que las disposiciones legales vigentes consagran son las 
mujeres. Digo esto porque no estamos creando un derecho. 


Aclaro que de los tres puntos que fueron planteados por el señor Senador Solari, en el 
primero fue donde tuvimos mayores diferencias, porque no estuvo en el ánimo de nadie crear un 
derecho nuevo, sino remover algo que es anacrónico, está penalizado y ocurre todos los días. Si el 
objetivo es despenalizar, no sería necesario crear un derecho. En ese sentido, estaría de acuerdo con 
el texto propuesto por el señor Senador Solari y lo propuesto por la señora Senadora Moreira. En 
realidad, hay que darle el derecho a la mujer, como portadora del problema, de decidir la interrupción 
voluntaria del embarazo. Quizás en este aspecto esté el centro de la cuestión: en saber para qué se 
elaboró este proyecto de ley y quiénes son los actores centrales. 


Como dije, creo que en el artículo 1% no debería hablarse, repito, como se hace en el nomen 
juris, del “Derecho de la mujer” sino de la “Interrupción voluntaria del embarazo”. Es más, propongo 
que se establezca: “Toda mujer”  -no sé si mayor de edad, porque quien en su momento nos asesoró 
dijo que si solo decimos “mayor de edad”, una parte de las mujeres que hoy tienen este problema 
quedaría sin ser contemplada- “podrá decidir la interrupción voluntaria de su embarazo” -esto es algo 
que no me queda del todo claro porque aún no se ha discutido- “durante las primeras doce semanas 
del proceso gestacional”. Sobre este punto se ha dado una discusión en torno al desarrollo del embrión 
y acerca de cuándo deja de ser solo vida para transformarse en ser. Seguramente esto es algo que 
viene cambiando con la historia y seguirá en la misma línea. Quizá hasta ahora en nuestra sociedad la 
parte central de esta discusión es biológica y no de otra naturaleza. Ese es el estado de conocimiento 
que existe actualmente y en consecuencia me parece que establecer “las primeras doce semanas del 
proceso gestacional” es muy acertado, aunque reconozco que no lo es por todo el mundo. Hay un 
punto de inflexión en el desarrollo de los distintos sistemas de ese ser vivo que se viene gestando, 
razón por la cual -reitero- expresar “las primeras doce semanas del proceso gestacional” es acertado. 


Con relación al inciso segundo, quiero proponer que lo que allí se dice figure en el artículo 4*, 
relativo a las restricciones. 


De todas maneras, mi enfoque estaba dirigido al inciso primero del artículo 1%, particularmente 
en lo que tiene que ver con el carácter del proyecto de ley, que sería su médula. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a este artículo, tomo como base el argumento que planteaba el 
señor Senador Agazzi en cuanto a cuál es el elemento central del proyecto de ley. Cada uno, de 
acuerdo con su concepción, podrá determinar el sujeto, que en definitiva es lo que estamos 
defendiendo. 


Para los que creemos y tenemos determinados convencimientos en cuanto a que es 
necesario que este proyecto de ley se concrete, pensamos que estos pasan por diferentes escenarios 
para defenderlo. Uno de ellos es el que tiene que ver con el tema del derecho a la vida. ¿Qué valor 
tiene? ¿Cómo podemos ver cuál es el derecho a la vida en esa vida que va desde el momento de la 
concepción hasta la muerte, donde hay un período intrauterino, otro extrauterino, luego está la persona 


y también un derecho de la mujer? ¿Cuál es el que puede predominar en determinado momento si 
tomamos en cuenta el derecho a la vida? 


El otro aspecto es el que refiere a los derechos humanos vinculados a la mujer, tomados de 
múltiples convenciones internacionales, donde está claramente definido por dónde pasan esos 
derechos. 


Existe otro punto que de alguna manera fundamenta el aspecto sanitario del tema, y es un 
elemento que hemos tenido en cuenta. Considero que cuando en el artículo 1% se menciona el derecho 
de la mujer, allí está centrada la concepción que quiere tener este proyecto de ley, que es, justamente, 
el derecho de la mujer. Por supuesto que esto podrá ser discutido pero me parece que ese es el 
fundamento. Se trata de un derecho humano adquirido a través de una larga historia, de concepciones 
legales y también de convenciones que han ido dándole fuerza. Reitero: creo que todo eso termina en 
este primer artículo: el derecho de la mujer, que podrá ser discutido. Personalmente, creo que esto está 
bien así como está redactado. 


Ese es el fundamento que tengo para creer que esta redacción que se dio es la correcta y, 
entonces, desde mi punto de vista no habría que modificarla. Sí estoy de acuerdo con eliminar lo 
relativo a la intervención del médico forense, porque me parece que es un exceso, ya que existe una 
decisión judicial y, por tanto, luego será el Juez quien tomará una determinación. 


Mi fundamento, entonces, es mantener el artículo como está, por los argumentos que manejé. 


SEÑOR SOLARI.- Simplemente, quiero hacer una precisión. No soy un experto en salud, menos en 
materia jurídica y mucho menos aún en convenios internacionales. Pero no conozco ningún texto de 
una convención internacional que establezca el derecho de la mujer a la interrupción voluntaria del 
embarazo. Las dos Comisiones de Bioética dijeron que no habían logrado un consenso desde el punto 
de vista bioético con respecto al tema del principio de la autonomía de la mujer en este sentido. Por 
otro lado sí existe una Convención internacional, que es el Pacto de San José de Costa Rica, que 
establece el derecho a la vida del feto desde su concepción. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece que tenemos un cierto acuerdo con relación al inciso segundo, en el 
que la redacción sería “No se aplicará dicho plazo si el embarazo fuera producto de una violación, 
acreditada con denuncia judicial” y se eliminaría la parte que dice “e intervención del médico forense”. 
Asimismo, estoy de acuerdo con el señor Presidente, en el sentido de que el fondo de la cuestión es el 
derecho de la mujer y la interrupción del embarazo es la herramienta. Creo que el fondo de la 
cuestión, reitero, es la afirmación del derecho de la mujer. Con respecto a lo que se establece hablando 
de “toda mujer mayor de edad”, recuerdo que tuvimos una discusión. Sin duda, las mujeres menores 
de edad también tienen derecho a decidir, aunque con ciertas restricciones. En definitiva, lo que 
acordamos fue dejar esta redacción con la referencia a “toda mujer mayor de edad” porque luego 
aparece el derecho de las menores en el artículo 5*. 


Concretamente, quiero saber si estamos en condiciones de votar el artículo 1% manteniendo 
lo de “mujer mayor de edad”, en virtud de que luego tenemos una referencia en el 5* a las menores de 
edad, y el derecho de la mujer como fondo de la cuestión, eliminando del segundo inciso “e 
intervención del médico forense”. 


SEÑOR AGAZZI.- En realidad, el señor Presidente me convenció de que este artículo tiene un fondo y 
una herramienta. La interrupción voluntaria del embarazo como concepto existe porque antes hay un 
derecho. Sí quisiera preguntar si se va a establecer que “toda mujer mayor de edad podrá decidir la 
interrupción voluntaria del embarazo” o, en cambio, se dirá “toda mujer mayor de edad tiene derecho”. 
Consulto esto porque aquí se analizaron los dos puntos de vista. 


SEÑORA XAVIER.- Me inclino por mantener la expresión “tiene derecho” por los argumentos que dio la 
señora Senadora Moreira. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1”. 


(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*. (Accesibilidad). Las mujeres a que refiere el artículo precedente tienen derecho a 
acceder a la interrupción voluntaria de su embarazo en los servicios del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, en las condiciones que determina la presente ley”. 


-En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- Quienes nos han visitado nos sugirieron que el proyecto tiene una cierta inercia 
con relación a proyectos anteriores, porque la redacción da la idea de que los procedimientos pueden 
ser quirúrgicos y con internación. La verdad es que los actuales procedimientos son ambulatorios y 
simplemente se concede la consulta en el prestador de salud, dándose la indicación correspondiente a 
esa mujer gestante, a su tiempo de embarazo y a ciertas condiciones ya determinadas. El 
procedimiento en sí se realiza en el propio hogar de la mujer embarazada. Entonces, me parece que 
teniendo en cuenta esa sugerencia, que es de total recibo, podríamos incluir en este artículo 2” una 
referencia entre guiones después de “Sistema Nacional Integrado de Salud”, estableciendo lo 
siguiente: “de acuerdo al procedimiento indicado, en las condiciones que determina la presente ley”. 
¿Por qué propongo decir “de acuerdo al procedimiento indicado”? Porque me parece que esa es la 
forma de abarcar la eventualidad de procedimientos farmacológicos o de otra naturaleza, según cuál 
sea el tiempo de gestación y la valoración que el profesional médico realice del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con la apreciación realizada por la señora Senadora Xavier. 


Además, donde dice: “servicios del Sistema Nacional Integrado de Salud” sugiero sustituir el 
término “servicios” por “prestadores”, porque los integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud 
son los prestadores. Los servicios son múltiples para cada uno de los prestadores ya que tienen, por 
ejemplo, el servicio de ginecología, el de anestesiología, el de radiología, etcétera. En este caso, 
queremos reafirmar la accesibilidad al prestador, ya sea público o privado, del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 


Léase la nueva redacción. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*. (Accesibilidad) Las mujeres a que refiere el artículo precedente tienen derecho a 
acceder a la interrupción voluntaria de su embarazo en los prestadores del Sistema Nacional Integrado 
de Salud, de acuerdo al procedimiento indicado, en las condiciones que determina la presente ley”. 


-Continúo con una duda: no sé si la conjugación del verbo indicar es la adecuada. 
SEÑORA XAVIER.- Debería decir “que se indique”. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la nueva redacción del artículo 2*. 


(Se lee:) 


“Las mujeres a que refiere el artículo precedente tienen derecho a acceder a la interrupción 
voluntaria de su embarazo en los servicios de los prestadores del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, de acuerdo al procedimiento que se indique, en los términos que establece la presente ley.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 3*. 
(Se lee:) 


“Artículo 3% (Condiciones) Previo a la interrupción del embarazo se requerirá el libre 
consentimiento informado de la mujer, expresado por escrito, el que se adjuntará a su Historia Clínica, 
de acuerdo a lo previsto en el art. 11 y el art. 18, literal D de la Ley N* 18.335, de 26 de agosto de 
2008.” 


-En consideración. 
Habría que leer ahora los dos primeros párrafos del artículo 11 de la Ley N* 18.335. 
(Se lee:) 


“Artículo 11.- Todo procedimiento de atención médica será acordado entre el paciente o su 
representante -luego de recibir información adecuada, suficiente y continua- y el profesional de salud. 
El consentimiento informado del paciente a someterse a procedimientos diagnósticos o terapéuticos 
estará consignado en la historia clínica en forma expresa. Este puede ser revocado en cualquier 
momento. 


El paciente tiene derecho a negarse a recibir atención médica y a que se le expliquen las 
consecuencias de la negativa para su salud.” 


SEÑORA XAVIER.- De acuerdo a los literales a que se hace referencia, está de más establecer 
“expresado por escrito”. Es el consentimiento informado de la mujer lo que a mi juicio es importante 
afirmar en la medida en que -como leíamos- si eventualmente hay una recomendación médica que 
evite poner en riesgo su vida pero ella no quiere seguirla, tiene todo el derecho a hacerlo. 


En algún momento se habló de determinadas malformaciones en las que se podría proseguir 
durante algunos meses la gestación, si bien en esos casos no sería posible la sobrevida extrauterina. 
En general, la gestación no avanza pero puede ocurrir que sí lo haga, entonces el profesional puede 
indicar a esa mujer la interrupción del embarazo porque no va a ser viable la vida extrauterina. Sin 
embargo, la mujer puede decidir culminar con los nueve meses de embarazo y tener un parto normal; 
tiene derecho a tomar esa decisión. Si eventualmente -como ocurre en algunas oportunidades- la 
malformación complica la salud de la mujer, en el control deseado de todo embarazo se determinará 
una nueva indicación. 


Me parece un exceso incluir “expresado por escrito”, porque ya está en lo referido a los 
literales de una norma preexistente como la de Derechos y Obligaciones de Pacientes y Usuarios de 
los Servicios de Salud. 


SEÑORA MOREIRA.- No me queda claro el comentario “restringido al aborto quirúrgico no contempla 
avance científico” hecho por Iniciativas Sanitarias. Quisiera saber por qué el artículo 3% no contempla 


el avance científico según Iniciativas Sanitarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que la idea que manejaba Iniciativas Sanitarias sobre el avance 
científico tiene que ver con que la interrupción del embarazo no ha quedado solamente en la 
intervención quirúrgica. Desde hace un año y medio o dos se vio que hay una medicación que aplicada 
intravaginalmente produce efectos de útero-contracción. Ese es el avance científico en esta etapa, pero 
no se puede saber cuál otro habría en el futuro. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Y se debe requerir consentimiento, no por escrito, pero sí en todos los casos, 
con Misoprostol o intervención quirúrgica? ¿Eso es lo que estaríamos votando? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señora Senadora; eso debe hacerse por la ley. 


SEÑOR AGAZZI.- Quisiera saber si cuando hay abortos utilizando otras intervenciones queda 
registrado en la historia clínica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, siempre señor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Entonces, esas nuevas formas no son contradictorias con “el que se adjuntará a su 
historia clínica”. 


SEÑORA XAVIER.- No, señor Senador. 
SEÑOR AGAZZI.- Pregunto, pues, por qué Iniciativas Sanitarias cuestiona el procedimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, no lo entiendo. Considero que en la redacción quedó la expresión 
“se adjuntará a su Historia Clínica” el consentimiento informado, de acuerdo con lo que dice el literal D, 
del artículo 18, de la Ley N* 18.335. 


SEÑORA XAVIER.- Ese tema tiene que ver con lo que hablábamos en el día de hoy. Incluso, creo que 
la valoración que hizo la gente de Iniciativas Sanitarias cabe más para el artículo 2” que para el 3". Es 
como que la redacción lleva a pensar en determinados procedimientos que son invasivos, muchas 
veces quirúrgicos, y que para todos ellos se firma el consentimiento informado, pero no para uno que 
sea mucho más simple y que implica la prescripción de determinada cantidad de fármacos, que la 
mujer no los toma en el servicio del prestador, sino en su casa. Ellos decían que la redacción sugería 
mucho una internación, un procedimiento en un servicio. Me parece que sencillamente se la puede 
mejorar dando un giro a la redacción que abarque a todos los procedimientos existentes y que quede 
en eso, porque no tiene otras consecuencias. Creo que la reflexión de Iniciativas Sanitarias se refiere 
más al artículo 2* que al 3*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3% sin la expresión 
“expresado por escrito”. 


(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*.- (Restricciones) Fuera del plazo establecido en el art. 2* la mujer podrá decidir la 
interrupción de su embarazo en los siguientes casos: 


Si estuviera en riesgo la salud o vida de la mujer. 
Si existieran malformaciones fetales graves, incompatibles con la vida extrauterina.” 
-En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- En este artículo hay dos sugerencias que son de total recibo. El nomen juris del 
artículo debería ser “Excepciones” y no “Restricciones” -tal como lo planteó la Comisión de Bioética del 
Ministerio de Salud Pública- y la referencia al plazo es al artículo 1* y no al 2*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo con las modificaciones propuestas. 


“Artículo 4%. (Excepciones) Fuera del plazo establecido en el art. 1% la mujer podrá decidir la 
interrupción de su embarazo en los siguientes casos: 


Si estuviera en riesgo la salud o vida de la mujer. 
Si existieran malformaciones fetales graves, incompatibles con la vida extrauterina.” 
-Se va a votar el artículo 4” tal como se acaba de leer. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5%. (Consentimiento de menores de edad) En caso que la interrupción del embarazo 
sea solicitada por una mujer menor de edad no emancipada, se requerirá el consentimiento de por lo 
menos uno de sus representantes legales o, en su ausencia o inexistencia, quien ejerza su custodia 
legal. Para el caso en el que se haya producido la ausencia o inexistencia de los representantes 
legales, o exista un notorio desinterés de los mismos en la mujer menor de edad, o no exista persona 
que ejerza su custodia legal, la autorización se otorgará mediante venia del Juez competente. 


De no existir riesgo grave para la salud de la niña o la adolescente gestante y de no tener el 
acuerdo de sus representantes legales en cuanto al tratamiento a seguir, el profesional deberá solicitar 
la autorización del Juez competente, quien a tales efectos recabará la opinión de la niña o adolescente, 
siempre que ello fuera posible. 


En todos los casos la menor deberá ser oída frente a cualquier otro interés, de acuerdo a lo 
previsto en el artículo 8% del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823), y se considerará 
primordial la satisfacción de su interés superior en el pleno goce de sus derechos y garantías 
consagradas en la Convención Internacional de los Derechos del Niño. 


Cuando intervenga el Juez competente, el mismo deberá expedirse en un plazo acorde con la 
viabilidad de la interrupción del embarazo.” 


-En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- Como con relación a este tema hay una redacción pendiente del Ministerio de 
Salud Pública, podríamos esperar a que la envíe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión está a la espera de que el doctor Briozzo envíe los cuatro 
artículos, 1%, 4%, 5% y 9%, tal como se había comprometido. 


SEÑORA MOREIRA.- Sería bueno que los artículos 6 y 15 pudieran analizarse en la próxima sesión, 
cuando se lleve a cabo la discusión jurídica, mientras que el resto de los artículos, donde hay menos 
inconvenientes jurídicos, podrían ser votados en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, señora Senadora. 
Postergamos el artículo 5%, así que corresponde leer el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“Artículo 6*.- (Consentimiento de mujeres declaradas incapaces). Si se tratara de una mujer 
declarada incapaz judicialmente se requerirá el consentimiento informado de su curador y venia judicial 
del Juez competente, que evaluará la conveniencia del otorgamiento de la misma, respetando siempre 
el derecho de la persona discapacitada a procrear si el motivo de su incapacidad no le impidiere tener 
descendencia”. 


Creo que el único problema en este artículo sería el término “discapacitada” porque según 
tengo entendido ahora se habla de “capacidades diferentes.” 


En consideración. 
SEÑORA XAVIER.- Me parece que se usa nuevamente la expresión “discapacitada”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no recuerdo mal, esta sugerencia fue dada por ambas Comisiones de 
Bioética. 


(Dialogados.) 


SEÑORA MOREIRA.- Aquí hay dos sugerencias que podrían salvar el problema. Por un lado, la 
Comisión de Bioética del Sindicato Médico propone decir: “incapacitada” y, por otro, la Comisión de 
Bioética del Ministerio de Salud Pública sugiere la siguiente redacción: “respetando siempre el derecho 
de la persona a procrear” y el resto quedaría igual, es decir: “si el motivo de su incapacidad no le 
impidiere tener descendencia”. De esta manera se eliminaría directamente la palabra “discapacitada”, 
por lo que creo que esta sería la solución más simple, elegante y sobria. 


SEÑORA XAVIER.- Tengo dudas con el nomen juris porque el término “discapacitada” se eliminaría. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ese término se elimina y el nomen juris queda como está. 
SEÑORA XAVIER.- Estoy de acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6% con las 
modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 7”. 


(Se lee:) 


“Artículo 7*.- (Derecho a un trato digno) Toda mujer que consulte por una eventual 
interrupción de su embarazo deberá recibir un trato digno, de acuerdo a lo previsto en el artículo 17 
literales A y B de la Ley 18.335 de 26 de agosto de 2008”. 


-En consideración. 


Si no recuerdo mal, se trata de la Ley de Pacientes y Usuarios de los Servicios de Salud y 
sería bueno que se leyera. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece muy oportuno incluir este artículo en el proyecto de ley porque 
muchas veces las convicciones, las preferencias y los valores de los operadores de la salud redundan 
en tratos no dignos hacia las personas que van a consultar por una interrupción voluntaria de 
embarazo. Creo que nuestro sistema de salud está lleno de ejemplos como esos. Por más que haya 
una ley me parece que no está mal repetirlo en este caso, sobre todo conociendo las condiciones en 
que las mujeres que quieren hacer una interrupción voluntaria de su embarazo van a consultar. Me 
refiero, en general, a la situación de debilidad psicológica con que las mujeres acuden a los sistemas 
de salud. Por eso, ratificar la voluntad de la ley no me parece redundante. Además, mantendría la 
expresión “un trato digno” porque la mujer tiene derecho a él; no estoy de acuerdo con lo que sugiere 
Iniciativas Sanitarias. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que lo que Iniciativas Sanitarias critica es que la mencionada expresión 
está en el nomen juris y en la redacción, además de referir a artículos que contienen este concepto, por 
lo que se nos pide que abreviemos. En función de esto, la norma diría: “Toda mujer que consulte por 
una eventual interrupción de su embarazo, deberá ser tratada de acuerdo a lo previsto en el artículo 17 
literales A y B de la Ley 18.335 de 26 de agosto de 2008”. Simplemente, esto era lo que quería 
proponer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, no hago cuestión, pero quiero aclarar algo respecto a lo 
manifestado por la señora Senadora Moreira, quien dijo que el sistema de salud está lleno de ejemplos. 
Creo que esto no es así; si se observa los cientos y miles de procedimientos que tuvieron lugar en un 
cierto tiempo, se podrá advertir que los casos que existen no son significativos. Estoy de acuerdo con 
que existen y que hay que preverlos, pero no puedo admitir -dicho esto en el buen sentido- que 
quede constancia en la versión taquigráfica de que el sistema está lleno de actos irregulares que no 
son dignos. 


SEÑORA MOREIRA.- Quizá fue exagerado hablar de que el sistema “está lleno”, pero creo que esta 
situación viene cambiando con el tiempo y que progresivamente los operadores del sistema de salud 
vienen reaccionando en forma más amigable ante casos de este tipo. En todo caso, podríamos decir 
que son frecuentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señora Senadora. 
Léanse los literales A y B del artículo 17 de la Ley N* 18.335, que ha sido mencionada: 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- Todo paciente tiene derecho a un trato respetuoso y digno. Este derecho 
incluye, entre otros, a: 


A) Ser respetado en todas las instancias del proceso de asistencia, en especial recibir 
un trato cortés y amable, ser conocido por su nombre, recibir una explicación de su situación clara y en 
tiempo, y ser atendido en los horarios de atención comprometidos. 


B) Procurar que en todos los procedimientos de asistencia médica se evite el dolor 
físico y emocional de la persona cualquiera sea su situación fisiológica o patológica”. 


-Aquí se estaría reafirmando el concepto manejado. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7* tal como está. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*. (Alcance) Solo podrán ampararse en las disposiciones contenidas en esta ley las 
habitantes de la República que acrediten fehacientemente su residencia habitual en su territorio 
durante un período no inferior a 42 semanas”. 


SEÑORA XAVIER.- Considero que el plazo es excesivo. 


SEÑORA MOREIRA.- Al igual que la señora Senadora Xavier, entiendo que el plazo es excesivo; hay 
una propuesta de sustituir 42 semanas por 14. No sé qué opina el resto de los miembros de la 
Comisión, pero creo que al establecer un plazo de 14 semanas estaría impidiendo que una persona 
venga a realizarse una intervención de este tipo y luego retorne a su país. Incluso, este plazo podría 
ser menor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que tiene que ser un plazo prudencial, de residencia consolidada. 


SEÑORA XAVIER.- Como todo, esto es arbitrario. Lo que sí es cierto es que nosotros les hemos 
consagrado derechos a las personas extranjeras similares a los de las uruguayas o naturalizadas. 
Reitero que a mi entender el plazo sería excesivo; de todas formas, el espíritu del proyecto de ley es 
evitar el turismo abortivo. 


Por lo tanto, diría que los cinco meses puede ser el plazo que contemple realidades 
diferentes, una de ellas, la de alguien que esté trabajando con un contrato, se embarazase y que, 
entonces, puedan ocurrir algunas de estas situaciones que no son las de las doce semanas, sino las 
de los embarazos que se complican, por ejemplo, con una malformación grave. 


Por esa razón, me parece más prudente establecer veinte o veintidós semanas como un plazo 
más razonable. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: la sugerencia de las catorce semanas, a la que aludí hace un 
momento, está basada en que en la mayoría de los casos las personas que vienen a residir en forma 
provisoria al Uruguay, tienen un plazo de tres meses para hacerlo. Entonces, catorce semanas es para 
las personas que superan el plazo de tres meses, que es el que expide el Ministerio del Interior cuando 
acredita la entrada al país. Creo que son tres meses con opción a tres meses más. Por eso creo que lo 
de las catorce semanas debe estar pensado en relación a esa situación. 


En este punto, recordemos también que tenemos una gran migración que está dada por el 
retorno de personas jóvenes a las que les estamos fijando un plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se refiere a las cuarenta y dos semanas? 


SEÑORA MOREIRA.- No, en realidad estaba pensando en la ley de avecindamiento, que se acaba de 
votar en la Cámara de Representantes, para el caso de las personas que vienen a vivir al Uruguay, que 
son hijos de extranjeros y que les estábamos fijando un plazo de este tipo, es decir, de trece o catorce 
semanas para poder tener plenos derechos. 


Digo esto a los efectos de que no nos encontremos con que algunos derechos colidan con 
otros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero los que vienen, ¿no son uruguayos? 
SEÑORA MOREIRA.- Los hijos de estos uruguayos a los tres meses adquieren los derechos. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8”. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En realidad, quisiera saber cuál es la fundamentación legal del plazo establecido en esta 
disposición. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑORA MOREIRA.- Insisto: al ingresar, a uno le ponen en el pasaporte un sello que autoriza tres 
meses, con opción a tres meses más; después ya se está residiendo. Eso nos da un período de 24 
semanas que es lo que tendríamos que establecer. 


Si estamos de acuerdo en esto tendríamos que rectificar la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamente el artículo 8% con la modificación propuesta. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 
-Corresponde pasar a considerar el Capítulo Il, artículo 9*. 


Respecto a este artículo se le pidió una nueva redacción al Ministerio que esperamos la 
envíe, por lo que postergaríamos su consideración. 


Léase el artículo 10. 
(Se lee:) 


“Artículo 10. (Garantía) Las instituciones, previstas en el presente capítulo, garantizarán a 
sus usuarias el acceso gratuito y permanente a la interrupción voluntaria del embarazo en las 
condiciones establecidas en la presente ley.” 


-En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- Voy a realizar algunas sugerencias. Por un lado, cambiar el término “permanente” 
por “oportuno” que, creo, es de recibo y, por otro, me interesa discutir el tema de la gratuidad. En el 
sector privado se incluye un tique y en el sector público un arancel. Lo más conveniente sería encontrar 
la armonía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El argumento a favor de mantener el tema de la gratuidad es porque el 
procedimiento dentro del sistema puede ser discriminatorio y quien pertenece a un prestador privado 
debe pagar un tique que generalmente tiene un valor de acuerdo a los niveles del procedimiento y, 
obviamente, puede ser que esté fuera de las posibilidades de la mujer y quede sin cobertura. Estamos 
igual: con un problema de clandestinidad y la mujer solamente tiene un buen servicio si paga. 


Pienso que siempre se manejó el tema de la gratuidad; la cuestión es adaptarlo al sistema. 


SEÑORA XAVIER.- Pienso que podría asimilarse al tique de un medicamento. Si fuese un 
procedimiento invasivo por tratarse de una gestación avanzada, podríamos hablar de una tasa 
moderadora como existen en las instituciones del subsector privado. En el caso de que se realice en el 
sector público, el acceso es gratuito para la usuaria de ASSE, pero quien utilice sus servicios no siendo 
usuario, tendrá que realizar un pago por la prestación. 


SEÑORA MOREIRA.- Podríamos buscar una redacción genérica para este artículo que dijera que 
garantizarán a sus usuarias el acceso a la interrupción voluntaria del embarazo o el acceso irrestricto. 


SEÑORA XAVIER.- Debería decir “acceso oportuno”. 


SEÑORA MOREIRA.- Sí, es un término correcto. Estoy de acuerdo con el señor Presidente respecto al 
término “gratuito”, pero como este sistema es muy complejo y hay muchos subsistemas e instituciones 
que han reclamado bastante por el acto médico, pienso que deberíamos dejarlo en manos de la 
reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego la JUNASA, que es la que regula las prestaciones, dará su opinión. 


SEÑOR AGAZZI.- Los prestadores deben garantizar la prestación del servicio, lo demás está regulado. 
¿Por qué entreverar lo gratuito? Quizás por ley estamos imponiendo algo que está fuera de la lógica 
del sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos legislando un derecho, señores Senadores. 


SEÑORA XAVIER.- Si seguimos ese criterio, por el derecho a la salud no se deberían abonar prepagos 
ni tiques. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En síntesis, luego de “Las instituciones, previstas en el presente capítulo, 
garantizarán a sus usuarias el acceso” eliminamos las palabras “gratuito y permanente” e incluimos el 
término “oportuno”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 10. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 11. 


(Se lee:) 


“Artículo 11. (Obligación de informar). Los servicios comprendidos en la presente ley deberán 
garantizar a sus usuarias la información sobre medidas de anticoncepción establecidas en el marco de 
la Ley N* 18.426 de 10 de diciembre de 2008, y brindarles información integral y apoyo respecto a sus 
derechos, y a la interrupción voluntaria del embarazo, antes, durante y después que esta haya 
adoptado una decisión”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 


“Artículo 12. (Confidencialidad) Los servicios comprendidos en la presente ley deberán 
mantener la confidencialidad dando cuenta de la interrupción voluntaria del embarazo, sin revelación 
de la identidad de la mujer, al sistema estadístico del Ministerio de Salud Pública de acuerdo a lo 
previsto por el Art. 21 de la Ley N*18.335 de 26 de agosto de 2008”. 


-En consideración. 
SEÑORA MOREIRA.- Creo que falta una coma después de “Ministerio de Salud Pública”. 
SEÑOR AGAZZI.- Me pregunto qué expresa el artículo 21 de la Ley N* 18.335. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el mencionado artículo 21. 
(Se lee:) 


“Artículo 21.- El servicio de salud, en su carácter de prestador de salud, y, en lo pertinente, el 
profesional actuante deberán cumplir las obligaciones legales que le imponen denuncia obligatoria, así 
como las que determine el Ministerio de Salud Pública”. 


SEÑORA XAVIER.- Refiere a la denuncia obligatoria y no a la confidencialidad. Aquí hay un error, 
porque creo que la referencia correspondería al artículo anterior. 


SEÑORA MOREIRA.- Aquí aparecen mezcladas la confidencialidad y la obligación de informar. Creo 
que lo más importante es la confidencialidad y no lo que informa el sistema estadístico. 


SEÑORA XAVIER.- Las dos cosas son importantes. 


En el artículo 11 se hace referencia a la Ley de derechos sexuales y reproductivos para 
brindar información a la gente; es decir que hay obligación de informar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. 


SEÑORA XAVIER.- En el artículo 12 se pretendía conservar la confidencialidad sin perjuicio del 
registro. 


SEÑORA MOREIRA.- A mi juicio, en el artículo 12 se hace referencia a dos conceptos distintos: la 
confidencialidad y la obligatoriedad de informar al sistema estadístico. Por lo tanto, estas dos acciones 
deberían figurar en artículos diferentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone posponer la consideración del artículo 12 a efectos de 
realizar la consulta pertinente desde el punto de vista jurídico. 


Léase el artículo 13 del Capítulo ll, “De los derechos y deberes de los trabajadores de la 
salud”. 


(Se lee:) 


“Artículo 13. (Profesionales Intervinientes) Todos los servicios comprendidos en la presente 
ley tendrán la obligación de realizar la interrupción voluntaria del embarazo a las usuarias por un 
médico ginecotocólogo en las hipótesis previstas. La excepción será el caso de salvar la vida de la 
mujer, donde no se requerirá otra condición que la de título médico”. 


-En consideración. 


Con respecto a este artículo se pueden hacer varios comentarios. Uno de ellos referente a la 
iniciativa sanitaria vinculada al estado de necesidad si no existe alternativa posible de intervención de 
un médico ginecotocólogo. Esto argumenta el principio de excepcionalidad que en caso de darse la 
circunstancia de salvar la vida de una mujer y si no hay un especialista ginecotocólogo pueda intervenir 
un médico de medicina general. 


SEÑOR AGAZZI.- Es decir que existe un principio general que es el de “estado de necesidad”. 


SEÑORA MOREIRA.- El estado de necesidad y la excepción de salvar la vida de la mujer no 
necesariamente coinciden, ¿o acaso sí? 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑORA XAVIER.- Tenemos que cambiar el nombre del Capítulo. 


SEÑORA MOREIRA.- La otra sugerencia es cambiar la palabra “servicios” por “instituciones”, de 
acuerdo con el artículo 2*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, el Capítulo no puede denominarse “De los derechos y deberes de 
los trabajadores de la salud”, porque son los profesionales médicos, es decir, que debería decir “De los 
derechos y deberes de los médicos”, porque no compromete a otros. 


SEÑORA XAVIER.- Simplemente se trata de “deberes” y no de “derechos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es el médico el que tiene el deber de salvar la vida de la mujer; no hay 
derecho. Se trata, pues, de deberes y el nombre del Capítulo tendría que ser: “De los deberes de los 
médicos”. 


SEÑORA XAVIER.- Otra corrección es que en vez de la palabra “hipótesis” se establezca “situaciones”. 


SEÑORA MOREIRA.- Hay otra corrección para hacer y sería que en lugar de la palabra “servicios” 
pusiéramos “prestadores”. Podría decir algo así como: “Todos los prestadores descritos en el artículo 
2 


SEÑORA XAVIER.- Me parece mejor expresar: “Todos los prestadores comprendidos en la presente 
ley”. 


Entonces, este capítulo se denominaría: “De los deberes de los médicos”. 


SEÑOR AGAZZI.- Me parece que el que está obligado es el servicio, por lo que el título debería ser 
“Deberes de los Servicios”. 


SEÑORA XAVIER.- Quizás sería mejor decir “Deberes de los Prestadores”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Debería decirse “Deberes de los Prestadores de Salud”. 
SEÑORA MOREIRA.- ¿Quedó la redacción definitiva, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señora Senadora. 
Léase nuevamente el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13.- (Profesionales Intervinientes) Todos los prestadores de salud comprendidos en 
la presente ley tendrán la obligación de realizar la interrupción voluntaria del embarazo a las usuarias 
por un médico ginecotocólogo en las situaciones previstas. La excepción será el caso de salvar la vida 
de la mujer, donde no se requerirá otra condición que la de título médico”. 


SEÑORA MOREIRA.- Gracias, señor Presidente, pero faltó corregir el título. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto, señora Senadora. El título quedaría “De los Deberes de los 
Prestadores de Salud”. 


SEÑORA XAVIER.- Tengo una duda, porque no sé si en la última frase queda mejor “que la de título 
médico” o “que la de título de médico”. 


SEÑORA MOREIRA.- Estimo que lo mejor sería decir “que la de título de médico”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13 con las 
modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 14. 


(Se lee:) 


“Artículo 14.- (Excepcionalidad) Las hipótesis no comprendidas en la presente ley -dentro de 
un margen que determinará de acuerdo a la mejor evidencia científica la reglamentación- deberán ser 
consultadas en la respectiva comisión que lleve este tema dentro del Ministerio de Salud Pública”. 


-En consideración. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


(Versión desgrabada.) 


SEÑORA XAVIER.- La idea de este artículo -esto lo dijimos en presencia de una de las delegaciones 
que en este momento no recuerdo cuál era- era que podía haber varias situaciones que la ley no 
alcanzara a determinar. Por ejemplo, podía existir un desfase entre lo que venía siendo la idea de que 
la gestante tenía equis semanas de embarazo y, por tanto, podía interrumpirlo, y un estudio ulterior que 
cambiara las semanas de gestación y determinara, por tanto, que la gestante no quedaba comprendida 
dentro del plazo comprendido por la norma. Esto es algo muy común. Por lo tanto, pensábamos que 
esta Comisión Asesora, que existe en la órbita del Ministerio de Salud Pública para autorizar 
interrupciones de embarazos de acuerdo con la ley vigente, podría mantener el criterio de resolver 
estas otras situaciones en las cuales se puede dar una contradicción respecto al tiempo efectivo de 
gestación, producto de que lo más habitual es que la fecha de la última menstruación sea una y la de 
las determinaciones ecográficas sea otra; incluso puede darse el caso de que algún otro estudio 
estime, con una o dos semanas de diferencia respecto a lo anterior, el período de gestación. Nos 
parecía que esto no debía quedar en la Comisión de Bioética de cada institución -como sugirió alguna 
de las delegaciones que asistieron a este ámbito- sino en una especie de tribunal de alzada de máximo 
nivel. De igual forma, podría ocurrir -como propuso alguno de los visitantes- que se limitara el tiempo 
de interrupción de embarazo para las mujeres embarazadas producto de una violación, cosa que no 
hemos considerado adoptar. Pero si eventualmente ese plazo estuviese definido, podrían plantearse 
situaciones de esta naturaleza. Nadie nos ha podido decir cuál es el procedimiento más adecuado para 
esas situaciones, que son las más frecuentes. Por tanto, me parece que el proyecto de ley debería 
tener una válvula de escape que dé garantías del derecho que estamos consagrando con la mayor 
justeza posible. No quiero hacer referencia a circunstancias en las cuales pudo haber ocurrido algo 
desde el punto de vista administrativo que hubiese impedido realizar el procedimiento en tiempo y 
forma por algún día o algunas semanas, no habiendo flexibilidad de parte del prestador de salud. Me 
parece que este es un tribunal de alzada de los imponderables, que algunos pueden ser excepcionales 
y otros mucho más frecuentes de los que uno piensa. 


(Se reanuda la versión taquigráfica.) 


SEÑOR AGAZZI.- El Legislador sanciona la ley, pero al hacerlo ¿deposita situaciones que pueden no 
estar contenidas en ella bajo la decisión de una Comisión? Me parece que eso no es muy claro. Una 
cosa es que puedan darse situaciones nuevas y que la propia ley establezca dónde tienen que 
laudarse porque en la ley no pueden incluirse, pero hay que tener cuidado con que el Legislador no le 
otorgue la posibilidad a una Comisión. Aquí se habla de una comisión administrativa o de una comisión 
administradora. 


SEÑORA XAVIER.- Es una comisión asesora, señor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Bien; ¿y las comisiones asesoras a quién asesoran? Alguien tiene que decir esas 
cosas con jerarquía institucional, con responsabilidad. Y una comisión asesora es simplemente eso. 


No conozco este tema en particular; creo que ustedes lo conocen más. 


SEÑORA XAVIER.- La comisión a la que hacemos referencia -no decimos su nombre porque el mismo 
ha cambiado en el último tiempo- resuelve; tiene competencias para resolver. Más allá de no 
embretarnos con el nombre, tenemos que determinar el carácter que se le asigna a esa comisión 
dentro del Ministerio, porque en definitiva, en un año -creo que fue cuando se aprobó la ley anterior- en 
el 2008, había resuelto setenta casos. Es claro que parecía una cifra importante para una comisión que 
nunca resolvía nada, entre otras cosas, porque nunca estaba constituida. Tenía tres miembros, 
profesores del más alto rango, que cuando uno faltaba no podían resolver. 


En este caso, además de sacarle el nombre de Comando de Lucha contra el Aborto Criminal - 
era realmente criminal el nombre- se la fortaleció en número y en su visión más multidisciplinaria. 


En definitiva, esta comisión evalúa y establece un dictamen. Por lo tanto, hay que precisar si 
es considerada asesora o si hay que adjudicarle otro carácter. 


SEÑOR AGAZZI.- En lo personal, creo que hay que crearla en la ley. 
SEÑORA XAVIER.- Pero con el nombre se limita, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso, el artículo se refiere a las situaciones no comprendidas en la 
presente ley. Obviamente, hay múltiples situaciones no comprendidas; consideremos el caso de las 
que están fuera de las doce semanas. 


En la ley están comprendidas otras situaciones. Aquí se establece, en última instancia, un 
listado de situaciones. Por ejemplo, se da el caso de las excepciones; una situación que puede no 
cumplirla; el consentimiento informado que no se cumple; o determinadas situaciones que se plantean 
en los menores de edad, que son otros casos no cumplidos por la ley. 


Quiere decir que el tema no es solamente médico o científico, hay otras cosas, y eso es lo 
que establece la ley. En ese sentido, me parece que la ley debe ser reglamentada. Entonces, se debe 
considerar cuáles son todas las situaciones que están fuera de la ley y luego establecer en la 
reglamentación que en esas situaciones -se hará una descripción de cuáles son las que no se 
cumplen- se actúe de determinada manera. Incluso, en esa determinación, la propia reglamentación 
puede establecer que se recurrirá al asesoramiento de una comisión. 


Digo esto porque son múltiples situaciones, no solo las que menciona la señora Senadora. 
Esa es una situación puntual y puede existir una mala interpretación pero, reitero, en los hechos se 
dan múltiples situaciones. Además, como en la ley el artículo no habla específicamente de una sino de 
un cúmulo de situaciones, creo que es necesario reglamentar para saber qué pasos se deben dar en 
caso de no cumplirla. 


SEÑORA XAVIER.- Cuando redactamos este artículo lo hicimos en función de la argumentación que 
acabo de dar, pero reconozco que admite las acepciones que el señor Presidente acaba de describir. 
Me parece que esa acepción más amplia es más beneficiosa para el proyecto. De todas formas, 
advierto que la reglamentación no puede ir más allá de lo que está previsto en la ley; entonces, en 
particular, para los casos que me preocuparon y me llevaron a redactar este artículo 14, me parece que 
habría que hacer una referencia específica. No es lo mismo que habiendo establecido determinadas 
semanas, la reglamentación exceptúe esos plazos en los casos que yo describía de contradicciones 
respecto al tiempo exacto de gestación. La reglamentación nunca puede exceder lo previsto por la 
norma y, por lo tanto, propondría que contempláramos un poco más y de forma amplia todas las 
situaciones que pueden surgir con una ley de esta naturaleza, que se va a aplicar por primera vez y 
que quizás haya que modificar en algún momento. De todas maneras, también hay que ver cómo se 
protege a la mujer de lo establecido en la ley si la reglamentación no puede ampararla, por más injusta 
que haya sido la situación vivida. Creo que en esos casos hay que dar algún giro a la redacción, 
porque todas las situaciones no son de igual entidad. 


SEÑOR AGAZZI.- Considero que hay que tener en cuenta un par de cosas. En primer lugar, es preciso 
ver cómo se aplica lo que dice la ley en las situaciones concretas. En segundo término, es algo 


diferente lo que ocurre con algunos aspectos que no están contenidos en la ley porque hoy no los 
prevemos pero después se van a presentar en la práctica. Por eso me parece que en la 
reglamentación de la ley deberíamos tener precisión sobre quién resuelve en cada uno de estos casos, 
a fin de lograr el objetivo. No hay que olvidar que, incluso, esto puede generar problemas jurídicos. En 
definitiva, la ley tiene que prever cada uno de esos aspectos y por eso tenemos que pensar un poco 
más en este punto. 


SEÑORA XAVIER.- En lo personal, lo que más me preocupa es esa Comisión que funciona en el 
Ministerio y que ha tenido la posibilidad de decidir, obviamente en los casos que le llegan, que son los 
menos, de acuerdo con la normativa vigente. 


SEÑOR AGAZZ!.- La Comisión Asesora analiza y propone, pero existe otro tipo de estructuras, como 
son por ejemplo las comisiones de aplicación. En definitiva, se trata de que esta no sea simplemente 
una Comisión Asesora, sino que conduzca la gestión frente a asuntos no previstos. Quiere decir que 
ese órgano tendrá una responsabilidad concreta. Entiendo que este es un punto sobre el que hay que 
pensar, porque la ley no puede prever todo en asuntos de esta naturaleza y tiene que haber alguien 
responsable de que la ley se cumpla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo comienza diciendo “Las hipótesis no comprendidas en la presente 
ley”, con una redacción que me parece muy abarcadora porque no focaliza el problema que plantea la 
señora Senadora. Por lo tanto, creo que debemos buscar otro texto que contemple las dos situaciones. 
Luego dice: “-dentro de un margen que determinará de acuerdo a la mejor evidencia científica la 
reglamentación”, lo que indica que el artículo habla de la reglamentación. 


SEÑORA XAVIER.- Sí, y de la evidencia científica, y no está referido a esa concepción amplia que 
puede beneficiar al proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo postergar este artículo y hacer una consulta con el Ministerio de 
Salud Pública. 


SEÑORA MOREIRA.- Entonces, nos quedarían cinco artículos -5, 9, 12, 14 y 15- para analizar en la 
próxima semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 41 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


